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Señor Presidente, 


Por ser la primera vez que toma la palabra, mi delegación desea primero expresarle su complacencia por verle presidir este período de sesiones y confiamos en que su vasta experiencia y habilidad nos permita llevar a buen término nuestras deliberaciones. Felicitamos igualmente a los integrantes de su mesa por sus elecciones. Deseamos igualmente agradecer al Gobierno de Guatemala y a la Secretaría por la organización de esta reunión.

Señor Presidente,

El nuevo modelo de desarrollo que se construye en la República Bolivariana de Venezuela tiene como centro de acción al ser humano y se sustenta en los valores de la solidaridad, la justicia y la inclusión social, la igualdad, el respeto y realización de los derechos humanos y la participación ciudadana. En consonancia con ese modelo de desarrollo, el Gobierno Nacional ejecuta una política social de erradicación de la pobreza y la exclusión social, cuyo objetivo es lograr una sociedad inclusiva y participativa, capaz de garantizar a todos sus integrantes una vida digna, mediante el disfrute de sus derechos sociales, económicos, culturales, ambientales, políticos y civiles, de forma universal y equitativa.

Señor Presidente,
La República Bolivariana de Venezuela está consciente de que la prevención de la delincuencia guarda una relación directa con el desarrollo sostenido, el fortalecimiento de las estructuras del Estado, la democracia y el respeto a los derechos humanos, entre otras cosas. Consecuentemente, son esenciales los esfuerzos encaminados a implementar medidas que contribuyan a eliminar las desigualdades que, a nivel interno, favorecen la delincuencia. Estos esfuerzos deben ser apoyados a través de la cooperación internacional, destinada a reforzar la capacidad de los Estados en la plena aplicación de los instrumentos internacionales vigentes en la materia, para los países que así lo requieran.

En este contexto, en Venezuela consideramos que la piedra angular de la lucha contra cualquier tipo de delincuencia organizada, incluida la trata de personas, es la prevención. Si bien la represión es necesaria, el enfoque integral de la lucha contra el delito de la trata requiere fortalecer las políticas sociales y de lucha contra la pobreza y la exclusión, a fin de prevenir que los grupos vulnerables caigan en las redes de la delincuencia. La prevención del delito debe ser una labor integral, por lo cual nuestro país ha diseñado, coordinado y ejecutado planes, programas y proyectos orientados a la prevención de la violencia y la criminalidad, con la corresponsabilidad de instituciones y comunidades que han fortalecido la convivencia ciudadana, a través de la difusión de una cultura preventiva, la participación protagónica popular, la exaltación de los valores éticos, el mejoramiento de la calidad de vida, y el respeto a los derechos humanos, todo ello acorde con el proyecto de desarrollo nacional establecido.

Quiero reafirmar la genuina voluntad del gobierno venezolano de combatir la trata de personas, uno de los delitos más detestables que atenta contra la libertad del ser humano, de una manera integral. 

El gobierno de la República Bolivariana de Venezuela, a través de la Dirección General de Prevención del Delito del Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores y Justicia, ha desarrollado una serie de acciones que buscan minimizar la existencia de este fenómeno en nuestro país, dando así cumplimento a los instrumentos jurídicos  internacionales como nacionales.

Como Estado Parte en el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños, en el marco de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, la República Bolivariana de Venezuela ha avanzado en su marco normativo al haber entrado en vigencia el 30 de abril de 2012, la Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo, la cual en su artículo 41 penaliza el delito de la trata de personas y establece que “Quien promueva, favorezca, facilite o ejecute mediante la captación, transporte, traslado, acogida o recepción de personas, recurra a la amenaza, fuerza, coacción, rapto, engaño, abuso de poder, situaciones de vulnerabilidad, concesión, recepción u otro medio fraudulento de pagos o beneficios, para obtener el consentimiento de la víctima, directamente o a través de un intermediario, o una persona que tenga relación de autoridad sobre la otra, para que ejerza la mendicidad, trabajos o servicios forzados, servidumbre por deudas, adopción irregular, esclavitud o sus prácticas análogas, la extracción de órganos, cualquier clase de explotación sexual, como la prostitución ajena o forzada, pornografía, turismo sexual y matrimonio servil, aún con el consentimiento de la víctima, será penado con prisión de veinte a veinticinco años y la cancelación de  indemnización por los gastos a la víctima para su recuperación y reinserción social. Si la víctima es un niño, niña o adolescente, será penado con prisión de veinticinco a treinta años”. Esta ley es de carácter incluyente ya que brinda protección a todas las personas que se encuentren en el territorio nacional, y además de tipificar el delito, otorga una mayor penalidad a los tratantes y garantiza la indemnización a la víctima.

Por otra parte, nuestro ordenamiento jurídico interno, consagra en el artículo 54 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, lo relativo a la trata de personas; asimismo, la Ley Orgánica sobre el derecho de las Mujeres a una vida libre de Violencia, en el artículo 56 establece como sujeto pasivo del delito a las mujeres, niñas y adolescentes; de igual manera la Ley Orgánica de Protección de Niños, niñas y adolescentes contempla en el artículo 33 la obligación de protección contra el abuso sexual.

Igualmente se establecen sanciones para este delito en otras normas jurídicas, tales como la Ley Especial contra Delitos Informáticos, la Ley de Migración y Extranjería, la Ley sobre Refugiados y Refugiadas, Asilados y Asiladas, y la Ley de Protección de Víctimas y Testigos, entre otras.

Es importante destacar que parte de nuestros esfuerzos hacia el cumplimiento de los compromisos que hemos asumido en virtud de los instrumentos internacionales en materia de trata, incluyendo el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental,  están encaminados a fortalecer los conocimientos en materia de diagnóstico de los elementos que conforman el delito de la trata de personas. En este sentido, y a fin de detectar situaciones de trata de personas, el Gobierno Nacional, a través de la Dirección General de Prevención del Delito del Ministerio del Poder Popular para Interior y Justicia, planifica, coordina, ejecuta y controla el Dispositivo de Acción Social y Preventiva (DASP), en el marco del Dispositivo Bicentenario de Seguridad (DIBISE), con dos objetivos fundamentales en materia del delito de trata de personas: 1) masificar la información que promueva la disminución de los factores de riesgo en las comunidades a través de la creación de Comités de Prevención Integral con el Taller Promotor o Promotora Comunitaria en Prevención Integral del Delito, dirigido a miembros de las comunidades, integrantes de las misiones sociales del Gobierno Bolivariano, poblaciones indígenas, docentes, personas con discapacidad, estudiantes de educación secundaria y universitaria, madres, padres y representantes, y uno de cuyos módulos aborda el tema de la trata de personas; y 2) profundizar en el fortalecimiento del recurso humano, a través de la formación técnica en materia de prevención de la trata de personas y asistencia integral a la víctima, dirigido a servidores públicos, fiscales del Ministerio Público, jueces, funcionarios del Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas, policías estadales y municipales, Fuerza Armada Nacional Bolivariana, Defensores del Pueblo, funcionarios del control migratorio, de las gobernaciones y alcaldías, personal de líneas aéreas, organizaciones no gubernamentales, prestadores de servicios turísticos, entre otros. Cabe mencionar que durante el año 2011, se capacitaron 9.666 personas en esta materia.

De acuerdo al artículo 5 del Protocolo de Palermo, se deben considerar los elementos que conforman el delito de la trata, teniendo en cuenta que las tipologías varían e igualmente son diversas las formas de captación de las víctimas. Asimismo, debe tomarse en cuenta la situación de vulnerabilidad de la víctima, que no siempre mostrará rasgos de violencia física o psicológica, por lo cual es de suma importancia tener en cuenta todos los elementos que permitan detectar un caso de trata de personas. Por ello consideramos que los Estados Miembros deben comprometerse a elaborar informes y diagnósticos periódicos a nivel interno, con el objetivo de caracterizar los perfiles de las potenciales víctimas del delito de trata.

El Gobierno venezolano ha implementado una serie de medidas tendientes a proteger a los niños, niñas y adolescentes: existe normativa específicamente destinada a regular su tránsito nacional e internacional, en virtud de su vulnerabilidad. Este marco jurídico interno en defensa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes se manifiesta en la Ley Orgánica para la Protección de Niños, niñas y Adolescentes, la cual brinda protección integral para garantizarles el goce y disfrute pleno de sus derechos sin discriminación alguna. Esta Ley en su artículo 39 establece la libertad de tránsito, sin más restricciones que las establecidas por la ley y las derivadas de las facultades legales que corresponden a su padre, madre, representantes o responsables. Y en su artículo 40 estipula la protección contra el traslado ilícito “El Estado debe proteger a todos los niños, niñas y adolescentes contra su traslado ilícito en territorio nacional o al extranjero”. Para hacer cumplir este marco legal, el Servicio Administrativo de Identificación, Migración y Extranjería (SAIME), ente responsable del control migratorio de Venezuela, ha establecido una serie de requisitos que deben cumplirse, para permitir la salida del país de niños, niñas y adolescentes.

La República Bolivariana de Venezuela insta a comprometerse con mayor firmeza en el establecimiento de políticas de control migratorio, con la finalidad de garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y fortalecer la lucha contra la trata de personas.

Respecto a los controles fronterizos, Venezuela respalda lo previsto en el artículo 11 del Protocolo de Palermo, y a fines de darle cumplimiento, el Estado venezolano por medio de la Dirección de Migración y Zonas Fronterizas del Sistema de Identificación, Migración y Extranjería (SAIME), establece las normas y procedimientos del control de los movimientos migratorios de los ciudadanos venezolanos y extranjeros que ingresan y/o egresan del país a través de los diferentes puntos de control a nivel nacional ubicados en puertos, aeropuertos y puestos fronterizos. Para ello se han instalado más de 150 puestos fronterizos bajo supervisión de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana (FANB), garantizando la ejecución de las medidas legales contempladas en el marco jurídico nacional e internacional.

En tal sentido, se considera importante la cooperación internacional como herramienta eficaz y necesaria para la lucha contra la trata de personas, por lo que se respalda cualquier iniciativa establecida para la actuación y detección temprana de situaciones de trata de personas, especialmente en pasos fronterizos, que involucren a las instituciones de los Estados limítrofes, cuyo personal cumpla funciones de control migratorio así como a instituciones que, en el ámbito de sus respectivas competencias, trabajen para la prevención, represión y sanción y asistencia integral a las víctimas del delito de trata de personas. Para ello, es necesario no solo desarrollar políticas coordinadas en materia de prevención y lucha contra la trata de personas, sino también fortalecer las capacidades institucionales respectivas.

Como ejemplo, podemos señalar que Venezuela integra junto con Brasil, el Comité Binacional Fronterizo para Asuntos de la Mujer, que tiene  como objetivo dar cumplimiento al Memorándum de Entendimiento entre ambos países (firmado en el 2010), que estipula el establecimiento de un ámbito de cooperación entre las instituciones de ambos países para la atención a las mujeres en situación de violencia y, en especial, víctimas de trata de personas en la región fronteriza.

Igualmente, se deben establecer directrices y procedimientos para las autoridades y los funcionarios competentes de cada una de las administraciones, tales como funcionarios de seguridad ciudadana, de fronteras o de inmigración, y otros que participan en la detección detención y recepción de migrantes en situación irregular o en la tramitación de sus casos, a fin de permitir la identificación rápida y exacta de las víctimas de trata de personas. Esta correcta acción es fundamental para la garantía de los derechos de las víctimas.

En los Principios y Directrices recomendados sobre Derechos Humanos y Trata de Personas (Alto Comisionado de las Naciones para los Derechos Humanos - ACNUDH), figura una directriz sobre la identificación de las víctimas y de los tratantes, que debería tenerse presente al elaborar una estrategia nacional. Es necesario comprender determinados factores, como el género, la condición de migrante, el temor a las represalias, los antecedentes culturales y las circunstancias personales de las presuntas víctimas, entre otros. 

Por otra parte, para una más efectiva detección de una posible víctima de trata, se debe procurar la identificación de los posibles tratantes: de lo contrario, se dificultará la investigación penal del caso y puede traer como consecuencia la revictimización.

Señor Presidente,

Por lo que respecta a la protección de las víctimas, es importante señalar el avance significativo que representa la decisión de la Fiscalía General de la República de firmar en el año 2011, la resolución que crea el Fondo de Protección y Asistencia para Víctimas y Testigos, cuyo objetivo es poner en práctica la Ley que ampara a estas personas, garantizar la creación y acondicionamiento de los refugios para las víctimas y testigos, de acuerdo con la gravedad de los casos, y permitir la seguridad de las víctimas, la cual estará garantizada por los propios funcionarios de la institución. Esta resolución también involucra la activación de una serie de medidas para la protección de las personas que son víctimas de este delito, las cuales consisten en custodias personales, el alojamiento en hogares temporales reservados o centros de protección, el cambio de residencia, la asistencia para la reinserción social, entre otras. 

Venezuela ha adecuado su Plan de Atención Integral a la Víctima del Delito de trata de personas conforme al Manual de atención a la víctima de trata de personas de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD). En primera instancia, los organismos competentes deben proporcionar atención integral a las víctimas del delito, con la finalidad de que puedan tener una óptima orientación, un adecuado tratamiento para su oportuna reinserción social. En lo concerniente a la protección física de la víctima, los organismos de defensa de los derechos de las mujeres, niños, niñas y adolescentes han creado un sistema de refugios a nivel nacional, entre los cuales podemos mencionar a las casas de abrigo del Instituto Nacional de la Mujer del Ministerio del Poder Popular para la Mujer y la Igualdad de Género, destinadas a dar a las mujeres en condición de vulnerabilidad, protección temporal y brindarles atención ante situaciones que representan un peligro para su vida. Cabe resaltar que existen tribunales especiales de violencia contra la mujer, así como unidades especiales de atención a las víctimas de violencia de género. De igual forma, el Instituto Autónomo Consejo Nacional de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes (IDENA), que tiene como objetivo democratizar el sistema de protección de niños, niñas y adolescentes, promoviendo y facilitando la incorporación del poder popular a fin de articular las diferentes políticas de inclusión social gubernamentales para garantizar el fortalecimiento familiar y hacer posible que todo niño, niña y adolescente se desarrolle plenamente en el seno de una familia. A través de este organismo se les garantiza a las víctimas de trata comprendidas entre 0 y 17 años de edad, diversas acciones de protección, tales como medidas temporales de abrigo en casas comunales de abrigo de entre 30  90 días. Otras de las acciones se ejecutan en la Unidad de Protección Integral, la cual protege a los infantes y adolescentes, creando condiciones para ejercer plenamente sus derechos mientras son reinsertados a su familia de origen.

Con la finalidad de profundizar en el fortalecimiento del recurso humano, la Dirección General de Prevención del Delito, el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (ILANUD), la ONUDD con el apoyo del Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), han impartido tres formaciones técnicas en materia de persecución penal del delito de trata de personas, dirigido a funcionarios de la Dirección General de Prevención del Delito, policías estadales y municipales, jueces, fiscales del ministerio público, funcionarios de la Universidad Nacional Experimental de la Seguridad (UNES), del Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas (CICPC), INTERPOL, entre otros.

En otro orden de ideas, desde el 2011, la Dirección General de Prevención del Delito ha implementado varias alianzas estratégicas con miras a combatir este delito, a saber: 

· Plan de Trabajo con UNICEF 2012 – 2014, para la Lucha contra la trata, especialmente de niños, niñas y adolescentes a nivel nacional, que tiene como objetivo elaborar un diagnóstico sobre la situación de trata de personas en Venezuela; promover una campaña de información y sensibilización masiva sobre la trata de niños, niñas y adolescentes; y continuar las capacitaciones dirigidas a comunidades y cuerpos de seguridad en materia de detección, atención y protección de niños, niñas y adolescentes víctimas del delito de trata de personas.

· Plan de Trabajo con MINTUR y UNATUR para la prevención del delito de trata de personas especialmente con fines de turismo sexual, dirigido a prestadores de servicios turísticos a nivel nacional. 

· Plan de Trabajo elaborado por la Coordinación de Prevención del Delito del Estado Zulia y la OIM para la formación de comunidades y organismos de seguridad.

· Plan de Trabajo con el SAIME, el Instituto Nacional de Aeronáutica Civil (INAC) y Líneas Aéreas de Venezuela (ALAV) para la formación y sensibilización de sus funcionarios en materia de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes.

· Plan de Trabajo elaborado por la Coordinación de Prevención del Delito del Estado Lara y la Base Aérea Teniente Vicente Landaeta Gil de la Aviación Bolivariana de Venezuela para la formación de multiplicadores y sensibilización de sus funcionarios en materia de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes.

Por otra parte, se sugiere que se realicen investigaciones de corte criminológico sobre los fenómenos de la trata de personas, para conocer la situación de vulnerabilidad de cada país. Asimismo, es necesario establecer mecanismos procesales y jurídicos cónsonos con la celeridad con la que hay que actuar en estos casos.

Con miras a fomentar el intercambio de información sobre este delito, no sólo para conocer a profundidad las tendencias y mutaciones del delito a nivel regional, sino además, para contar con insumos útiles para la elaboración de diagnósticos calificados que favorezcan la toma de decisiones estratégicas, se considera necesario establecer el compromiso de promover la recolección de información, de manera simultánea y uniforme sobre la problemática del delito, impulsando el intercambio de datos diagnósticos y experiencias con otros países, que fomenten la adopción de políticas públicas homogéneas y coordinadas para incrementar los niveles de eficacia en la lucha contra la trata de personas. 

Como mecanismo de difusión e información, se sugiere adecuar el tema del delito de la trata de personas a los cambios sociales y tecnológicos, a través de la masificación de la información por medio de las redes sociales (Facebook, Twitter, correos, páginas webs, etc.), lo cual se ha realizado en nuestro país.

De igual manera, se ha establecido una nueva modalidad de talleres y cine foros en materia de prevención del delito de trata: talleres dirigidos a funcionarios públicos en materia de prevención del delito y asistencia integral a las víctimas con una duración de 8 a 40 horas; talleres dirigidos a docentes con una duración de 8 horas; y cine foros dirigidos a los estudiantes de liceos, universidades y comunidades, con la finalidad de que puedan detectar los elementos de convicción del delito de trata de personas.

Señor Presidente,

Por último, deseo reiterar la posición de rechazo de la República Bolivariana de Venezuela con respecto a las políticas de doble rasero y evaluaciones unilaterales, que desconocen los esfuerzos que realizan nuestros países, así como los principios de la cooperación internacional. 

Señor Presidente, 

La delincuencia organizada transnacional requiere ser tratada a través de una efectiva cooperación internacional, en concordancia con los principios del derecho internacional, en particular el respeto a la soberanía y la integridad territorial de los Estados, la no intervención en los asuntos internos y la igualdad soberana.

La solución para enfrentar el delito de trata de personas radica en la ejecución de verdaderas medidas de carácter integral contra este delito, y en la cooperación internacional y el fortalecimiento del multilateralismo.

Gracias Señor Presidente.
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